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INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 5°. Y 8°. DE LA LEY ORGÁNICA 
DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS, EN MATERIA DE DISTRITACIÓN Y CONSULTA, 
SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS OLGA JULIANA ELIZONDO GUERRA Y JESÚS 
FERNANDO GARCÍA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT Y BLANCA 
ARACELI NARRO PANAMEÑO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE MORENA 

Los suscritos, Olga Juliana Elizondo Guerra , Jesús Fernando García Hernández , 
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, y Blanca Araceli Narro 
Panameño , del Grupo Parlamentario del partido Morena, en la LXVI Legislatura del 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos: 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento 
de la Cámara de Diputados, sometemos a consideración de esta honorable 
asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman la fracción II, 
adicionando un párrafo segundo, tercero y cuarto, del articulo 8; y se adiciona un 
párrafo segundo, recorriéndose en su orden el subsecuente, del artículo 5 de la Ley 
Orgánica de los Tribunales Agrarios, en materia de distritación y consulta , al tenor de la 
siguiente: 

Exposición de Motivos 

El esquema de justicia agraria está orientado a garantizar la seguridad jurídica y la tutela 
efectiva de los derechos de propiedad de ejidos, comunidades y sus integrantes, en donde 
se involucran distintas instituciones. 

“Por un lado, se encuentra la Procuraduría Agraria, la cual está dedicada a la defensa de 
los derechos de los sujetos agrarios a través de servicios de asesoría jurídica, arbitraje 
agrario y representación legal. Por otro lado, los Tribunales Agrarios, conformados por el 
Tribunal Superior Agrario y los Tribunales Unitarios Agrarios, son órganos jurisdiccionales 
dotados de plena jurisdicción para dictar sus fallos de forma autónoma. Dichos Tribunales 
están encargados de conocer, dirimir y resolver los conflictos agrarios con base en la 
reforma del artículo 27 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 06 
de enero de 1992.” 

“En la justicia agraria se ponen en juego todos esos derechos de propiedad, de recursos 
naturales porque las controversias por tenencia de la tierra también tienen vínculos con 
otras disciplinas jurídicas”. Ahí están: “el derecho minero, energético, urbanístico, el derecho 
del desarrollo rural sostenible, las leyes y reglamentos vinculados con el aprovechamiento 
de los recursos naturales. Por lo cual, es importante que en los ejidos y comunidades haya 
certeza jurídica en los derechos de propiedad por todas sus intersecciones con otras 
actividades económicas. Según lo dicho en el foro jurídico, “importancia de la justicia 
agraria”. 
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Existe amplia coincidencia entre expertos en considerar como especializada la jurisdicción 
agraria, no sólo porque ésta deriva de una legislación protectora de una clase, sino porque 
surgió la necesidad de sustraerla hasta donde fue posible, de la magistratura administrativa; 
por lo lento y costoso de los procedimientos y en virtud de que estos requieren soluciones 
prontas, expeditas, completas e imparciales, tal como lo preceptúa en su parte medular el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Asimismo, por la competencia y capacidad técnica o profesional que se necesita para juzgar 
todas las cuestiones relacionadas con la tenencia de la tierra. La naturaleza misma del 
derecho agrario, como producto jurídico sui generis que es, cuando exige una jurisdicción 
también especializada. 

El Tribunal Superior Agrario es el máximo órgano de decisión de los tribunales agrarios. 
Asimismo, es el encargado de definir la política judicial agraria y cuenta con una doble 
función: jurisdiccional y administrativa. La presente iniciativa propone reformar una Ley 
impulsada y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 26 de febrero de 1992, durante 
el salinato, periodo en el que tuvo auge el neoliberalismo; ley vigente que considera diversas 
inconsistencias y vicios autoritarios que le otorgan facultades discrecionales y excesivas 
Tribunal Superior Agrario, y que desaceleran los esfuerzos que se estan realizado para 
democratizar las decisiones y la participación ciudadana en beneficio de las familias. 

Para tales efectos, y evitar toma de decisiones discrecionales, que violenten el derechos de 
acceso a la justicia y de jurisdicción, es necesario señalar que para el desahogo de un 
procedimiento legal, en este caso agrario, se deben de considerar conceptos esenciales 
como son jurisdicción y competencia, la primera se vincula con la calidad de resolver un 
asunto lo cual tiene su origen en la soberanía del Estado, misma que ha sido delegada por el 
pueblo y que tiene como una de sus formas de manifestación la facultad de dictar el 
derecho en el territorio nacional. 

La competencia es el límite fijado a la jurisdicción por razones de materia, cuantía, grado o 
territorio. Las reglas de la competencia determinan la forma en que han de ejercer la 
jurisdicción los órganos del Estado especializados en administrar justicia. 

En importante no perder de vista que la jurisdicción agraria es la suprema potestad de 
impartir justicia como atributo de la soberanía inherente al Estado que la hace efectiva por 
conducto de sus órganos, incumbiendo a éstos la decisión del proceso y la ejecución de la 
resolución o sentencia. 

Los tribunales agrarios son órganos federales dotados de plena jurisdicción y autonomía 
para dictar sus fallos. Les corresponde la administración de justicia agraria en la totalidad 
del territorio nacional, que actualmente están conformados por un Tribunal Superior 
Agrario y 51 tribunales unitarios agrarios. 
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Sin embargo, estos tribunales deben concentrar sus esfuerzos y objetivos en la pronta y 
expedita justicia agraria, por eso la conveniencia fijar las controversias en razón de la 
situación territorial, lo que tiene que ver con la tendencia de descentralización, cuya 
finalidad es acercar el litigio lo más cerca posible al lugar del conflicto, para disminuir costos, 
garantizar que el proceso sea expedito, garantizar el derecho de jurisdicción, buscar la 
presencia de las partes, y cercanía del bien controvertido y poder aportar los elementos del 
proceso. 

Lo anterior se traduce en dosificar en forma proporcional y equitativa las obligaciones que le 
corresponden tanto al demandante como al enjuiciado, lo que es acorde con los derechos 
constitucionales de igualdad ante la ley, del debido proceso, de equidad procesal y de 
acceso a la jurisdicción; pues se debe de proteger el interés de las partes para no ser 
molestados en su vida cotidiana, poner en riesgo su seguridad, vulnerar su economía, sino 
en lo estrictamente necesario y sin violentar derechos, fijando la litis ante el juzgador más 
cercano, para efecto que les resulte menos oneroso el procedimiento. 

Así lo ha manifestado la Suprema Corte de Justicia, mediante el siguiente criterio: 

Garantía a la tutela jurisdiccional prevista en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Sus alcances. La garantía a la tutela jurisdiccional 
puede definirse como el derecho público subjetivo que toda persona tiene, dentro de los 
plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de manera expedita a tribunales 
independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella, con el fin 
de que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre 
la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa decisión. Ahora bien, si se atiende 
a que la prevención de que los órganos jurisdiccionales estén expeditos -
desembarazados, libres de todo estorbo- para impartir justicia en los plazos y 
términos que fijen las leyes, significa que el poder público -en cualquiera de sus 
manifestaciones: Ejecutivo, Legislativo o Judicial- no puede supeditar el acceso a los 
tribunales a condición alguna, pues de establecer cualquiera, ésta constituiría un 
obstáculo entre los gobernados y los tribunales, por lo que es indudable que el 
derecho a la tutela judicial puede conculcarse por normas que impongan requisitos 
impeditivos u obstaculizadores del acceso a la jurisdicción, si tales trabas resultan 
innecesarias, excesivas y carentes de razonabilidad o proporcionalidad respecto de 
los fines que lícitamente puede perseguir el legislador. Sin embargo, no todos los 
requisitos para el acceso al proceso pueden considerarse inconstitucionales, como 
ocurre con aquellos que, respetando el contenido de ese derecho fundamental, están 
enderezados a preservar otros derechos, bienes o intereses constitucionalmente 
protegidos y guardan la adecuada proporcionalidad con la finalidad perseguida, como 
es el caso del cumplimiento de los plazos legales, el de agotar los recursos ordinarios 
previos antes de ejercer cierto tipo de acciones o el de la previa consignación de fianzas o 
depósitos. 

Lo resaltado es nuestro. 
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Lo anterior derivó de una problemática que aqueja al país, cuyo origen se encuentra en la 
falta de regulación de la ley, permitiendo la discrecionalidad de ajustar la norma jurídica sin 
atender las propias necesidades de los justiciables; ejemplo claro es la atribución utilizada 
de manera arbitraria por el pleno del Tribunal Superior Agrario, que al modificar la 
distritación y en consecuencia desaparecer sedes alternas, al contrario de acercar la justicia 
a las partes en un conflicto legal, aleja de manera equivoca las sedes de los tribunales, 
dejando en un estado vulnerable a las personas al obligarlas a realizar traslados a un lugar 
más alejado, lo que genera mayor tiempo, más gastos y que los expone a ser víctimas de la 
inseguridad. 

La actuación del Tribunal Superior Agrario motiva la presente Iniciativa, dado que es 
manifiesto que las decisiones discrecionales, de carácter administrativo no deben vulnerar 
derechos, demandas y necesidades de las personas a las que debería procurarle justicia, 
pues ello redunda en falta de certeza y seguridad jurídica. 

Ejemplo de ello es el Acuerdo General 2/2025 de fecha 07 de enero del 2024, emitido por el 
honorable pleno del Tribunal Superior Agrario, en el cual se modifica la competencia 
territorial de los tribunales unitarios agrarios de los Distritos 30 y 43 y el término en sus 
funciones de la sede alterna del Distrito 30a, con sede en Altamira, estado de Tamaulipas, 
por redistritación de competencia; resultando afectados ciudadanas y ciudadanos que 
habitan y trabajan sus tierras en los núcleos agrarios de diversos municipios entre los que se 
encuentran por mencionar algunos: Xicoténcatl, Altamira, Tampico, González, El Mante, 
Antiguo Morelos, Nuevo Morelos, Aldama, Tampico Alto, Pánuco, Ozuluama, Pueblo Viejo y 
Huejutla de Reyes, pertenecientes a los estados de Tamaulipas, Veracruz e Hidalgo. 

No se omite mencionar que el Acuerdo referido no es el único, junto con este se emitieron 
diversos y cuya finalidad es la desaparición de sedes alternas lo que afecto a personas, ejidos 
y comunidades que acuden a pedir justicia ante ese órgano jurisdiccional agrario. 

La presente propuesta busca fortalecer al ejido, acercar la justicia a los núcleos agrarios, 
garantizar los derechos de las personas justiciables en materia agraria, darle la potestad al 
pueblo para decidir sobre asuntos que les concierne y que les afectan, dándoles voz a través 
de la consulta, porque es el pueblo quien decide, manda y transforma. Esta iniciativa 
plantea una reforma que evidencia la necesidad de democratizar las decisiones de las 
autoridades judiciales en materia agraria, permitiendo la participación ciudadana para 
hacer valer sus derechos. 

A efecto de tener una mayor claridad de la propuesta se ofrece el siguiente: 
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Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de esta soberanía, la siguiente 
iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se reforman la fracción II, adicionando un párrafo segundo, tercero y 
cuarto del articulo 8; y se adiciona un párrafo segundo, recorriéndose en su orden el 
subsecuente, del artículo 5 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios 

Único. Se reforman la fracción II, adicionando un párrafo segundo, tercero y cuarto del 
artículo 8; y se adiciona un párrafo segundo, recorriéndose en su orden el subsecuente, del 
artículo 5, de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, para quedar como sigue: 

Artículo 5.... 

El Pleno del Tribunal Agrario podrá llevar a cabo las modificaciones necesarias a los 
distritos, siempre y cuando las mismas atiendan las necesidades de las personas, 
comunidades y núcleos ejidales. En ningún momento estas modificaciones deberán 
vulnerar los derechos de las personas establecidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Para cada uno de los referidos distritos habrá el número de tribunales unitarios que 
determine el propio Tribunal Superior. 

Artículo 8o. ... 
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I. ... 

II. Establecer el número y sede de los tribunales unitarios que existirán en cada uno de los 
distritos. A fin de garantizar el derecho de justicia pronta y expedita, así como el de 
tutela jurídica. El Pleno del Tribunal Superior Agrario podrá crear Sedes Alternas con 
la intención de conocer las controversias en razón de territorio, llevar los procesos lo 
más cercano del lugar del litigio y llevar a cabo la redistribución de la carga de trabajo 
y aumentar el rendimiento de los Tribunales. 

El Pleno del Tribunal Superior Agrario no podrá desaparecer o cambiar una Sede 
Alterna hasta en tanto no se lleve una consulta a las personas, comunidades y 
núcleos ejidales afectados, sobre la pertinencia del cambio o desaparición de la sede, 
cuyo resultado será de carácter vinculante. 

De forma anual el Pleno del Tribunal Superior Agrario presentará y aprobará, en el 
mes de enero, el programa de justicia itinerante, el cual determinará las fechas y 
lugares en que los tribunales unitarios, dentro de su jurisdicción, lleven a cabo 
jornadas de administración de justicia. 

El Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios establecerá y regulará el programa 
de justicia itinerante y establecerá los criterios para determinar los lugares que se 
visitarán, priorizando aquellos que se encuentren más alejados y los que por su 
problemática agraria requieran la intervención inmediata de un tribunal . 

Las determinaciones de esta naturaleza se publicarán en el Diario Oficial de la Federación. 

III. a XI ... 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. Las sedes creadas antes del primero de enero del año 2025 no serán 
sujetas a cambio de lugar y tampoco podrán desaparecer. 

Artículo Tercero. El Tribunal Superior Agrario en un plazo de noventa días, posteriores a la 
entrada en vigor del presente decreto deberá de realizar las adecuaciones necesarias al 
Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios derivada de la presente reforma, así como 
aquellas que establezcan y regulen el programa de justicia itinerante. 

Fuentes de consulta 

-Garantía a la tutela jurisdiccional prevista en el artículo17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Sus alcances. Consultable en: 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/172759  

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/172759
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-Información sobre la Actividad Jurisdiccional de los Tribunales Agrarios 2023. Consultable 
en: chrome-extension: 
//efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/ 
https://en.www.inegi.org.mx/contenidos/programas/cnijf/2023/doc/sm_iajta_2023.pdf  

-Contradicción de tesis 192/2018. 14 de noviembre 2018. SCJN. Consultable en 
https://www.scjn.gob.mx/  

https://forojuridico.mx/importancia-de-la-justicia-agraria/  

-Delgado Moya, Rubén El nuevo derecho procesal agrario en México. Revista 
Latinoamericana de Derecho Social, núm. 3, julio-diciembre, 2006, pp. 3-57 Universidad 
Nacional Autónoma de México, Distrito Federal, México. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de abril de 2025. 

Diputados: Olga Juliana Elizondo Guerra, Jesús Fernando García Hernández y Blanca 
Araceli Narro Panameño (rúbricas) 
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